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DEBIDO PROCESO – IMPUGNACIÓN DE ACTOS O DECISIONES DE ASAMBLEA - SUBSIDIARIEDAD – SIN PREJUICIO IRREMEDIABLE – IMPROCEDENTE - CONFIRMA - “.Mediante sentencia de 23 de marzo último, el juzgado de primera sede decidió declarar improcedente el amparo.

Para decidir así, luego de citar jurisprudencia concerniente al carácter subsidiario de la acción de tutela y normas que regulan la verificación de los poderes otorgados para participar en asambleas, consideró que el acta de revisión de poderes no es un acto administrativo sino que hace parte de todo el proceso que se debe adelantar para llevar a cabo aquel acto, el cual inicia con la convocatoria y termina con la asamblea y es frente a esta última que procede la objeción de que trata el Decreto 1072 de 2015, trámite que se puede adelantar por cualquier persona que acredite interés legítimo y que se surte ante la Superintendencia. De igual manera, se puede solicitar la invalidez del acto en la misma asamblea. Por tanto no se cumple aquel requisito de la subsidiariedad ya que, además, si la reclamación ante dicha entidad administrativa resulta insatisfactoria se puede acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa.  

Tampoco es posible conceder el amparo como mecanismo transitorio, toda vez que no está demostrado el perjuicio irremediable que se alega, si se tiene en cuenta que los interesados sí han podido hacer uso de su derecho a participar en la asamblea general de afiliados, de forma directa.
(…)

Sea lo primero afirmar que los promotores de la acción y quienes luego comparecieron como coadyuvantes, se encuentran legitimados por activa para solicitar la protección de los derechos que dicen vulnerados por la anulación de los poderes que cada uno confirió, mas no respecto de los terceros a quienes pretenden se extiendan los efectos del fallo, pues no se alegó y menos se acreditó ostentar sobre estos alguna condición especial de representación, tal como a continuación se indicará.
(…)

En este caso, ni los demandantes ni los coadyuvantes afirmaron actuar en virtud de la agencia oficiosa o como representante de persona impedida para solicitar de forma directa la protección de sus derechos. Tampoco como sus apoderados, fin para el cual resultaba menester incorporar el mandato especial concedido para intervenir en este trámite así como su calidad de abogado, a lo que no se procedió.

Por tanto, carecen de legitimación en la causa para agenciar o representar los derechos de aquellas otras personas que, dicen,  también resultaron afectados con la citada anulación de poderes.
(…)

Corresponde a esta sala establecer en primer lugar si se cumple el requisito de subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, pues fue ese el fundamento que sirvió a la funcionaria de primera sede para declarar improcedente el amparo reclamado. Solo de responderse afirmativamente ese interrogante, se analizará si además se satisface el de la inmediatez; de verificarse este último, se determinará si las entidades demandadas vulneraron los derechos cuya protección se reclama.
(…)
Según el numeral 8.5 del artículo 8º de los estatutos de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda las empresas, los empleadores, los miembros o afiliados de esa entidad pueden “objetar las decisiones de la Asamblea General ante la Superintendencia del Subsidio Familiar dentro del mes siguiente a la fecha de la reunión”.  

Además, el numeral 8 del artículo 20 del Código General del Proceso otorga la competencia a los jueces civiles del circuito en primera instancia, para conocer de la “impugnación de actos de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas jurídicas sometidas al derecho privado, sin perjuicio de la competencia atribuida a las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales.” 

Y en el artículo 382 establece: “La demanda de impugnación de actos o decisiones de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas jurídicas de derecho privado, solo podrá proponerse, so pena de caducidad, dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha del acto respectivo y deberá dirigirse contra la entidad. Si se tratare de acuerdos o actos sujetos a registro, el término se contará desde la fecha de la inscripción.

En la demanda podrá pedirse la suspensión provisional de los efectos del acto impugnado por violación de las disposiciones invocadas por el solicitante, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado, su confrontación con las normas, el reglamento o los estatutos respectivos invocados como violados, o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. El demandante prestará caución en la cuantía que el juez señale…”

De esa manera las cosas, puede concluirse que los accionantes cuentan con otros medios para satisfacer las pretensiones que promueven por este especial. 

En efecto, pueden acudir a la Superintendencia del Subsidio Familiar para objetar las decisiones adoptadas en esa reunión o ante la justicia ordinaria civil a promover la respectiva demanda de impugnación de actos de asamblea.

Ese último medio, resulta idóneo para resolver lo relativo a la convocatoria a la asamblea general de afiliados ya que le permite a los interesados solicitar la suspensión provisional de los efectos de ese acto.

Asumir que en este caso procede la tutela, sería desconocer su característica ya enunciada de constituir un instrumento jurídico de  naturaleza subsidiaria, para convertirse en uno de protección alternativo o principal.

De otro lado, no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder la tutela de manera provisional. En efecto, no cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable; solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio dieciocho (18) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 370 del 18 de julio de 2017

Expediente No. 66001-31-03-001-2017-00053-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Mauricio Osorio Castaño frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 5 de junio último, en la acción de tutela que el impugnante, Rubén Darío Rojas Toro, Hugo Armando Forero Vásquez, Natalia Andrea Henao Restrepo, Andrea Rico Murillo, Juan Augusto Ramírez González, Pablo Rico Murillo, Carlos Alejandro Castellanos Noreña, Ana María Sánchez Aguirre, Sandra Milena Ríos Giraldo, Cruz Elena Hernández, Diego Fernando López Briceño, Claudia Maritza González Hurtado, Luisa Fernanda Higinio Casas, Natalia Delgado Henríquez, Alba Julieta López Botero, Ruby Naranjo Acevedo, Mauricio Osorio Castaño y Rodrigo Osorio Díaz instauraron contra la Superintendencia del Subsidio Familiar y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -COMFAMILIAR-, a la que fueron vinculados el Secretario General, la Secretaria Suplente de la Asamblea, el Auditor Interno, el Jefe de Sistemas, la Asistente de Desarrollo de Sistemas, el Líder de Mejoramiento Continuo, los Subauditores y Analistas, de esa última entidad, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y el Profesional Especializado de la citada Superintendencia y la Cámara de Comercio de Pereira.
A N T E C E D E N T E S

1. Relataron los actores los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El pasado 20 de abril, el Presidente del Consejo Directivo y el Director Administrativo de Comfamiliar Risaralda, convocaron a asamblea general ordinaria a sus afiliados, acto a celebrarse el 23 de mayo siguiente, a partir de las 4:00 p.m.
1.2 Los gremios del departamento iniciaron una campaña denominada “Empresarios con voz” en procura de obtener representación de sus afiliados y agremiados ante ese Consejo Directivo. Dicha iniciativa, que fue transparente y contó con publicidad por los medios de comunicación, invitaba a todos los empresarios a asistir personalmente a la referida reunión o a otorgar el respectivo poder.

1.3 Los empresarios acudieron masivamente a las notarías del departamento y de la ciudad, para conferir 2.031 poderes a personas capaces como Vanessa Pulido Estrada, Ana Catalina Díaz, Ana María Cuartas, Luz Enid Briceño Quintana, Sara Díaz Gómez, Pamela Ríos López, Valentina Chica, Ángela María de Las Mercedes Estrada González, Silvia Botero Restrepo, Lina María Trejos, Liliana Torres Gómez, Marcela Ronderos Arias, Nicolás Correa Murcia y  Alexánder Perdomo Restrepo, entre otros empleados de la Cámara de Comercio de Pereira.    
1.4 Dichas personas, de conformidad con la facultad que les fue conferida, sustituyeron tales mandatos a los señores Hugo Armando Forero Vásquez, Natalia Delgado, Natalia Andrea Henao Restrepo, Alejandro Castellanos, Fidel Iza Palacio, Luis Alfonso Trujillo Santacoloma, Ana María Sánchez, Eva Alexandra Rodríguez Carmona, Brayan Ramírez Hena, Beatriz Velásquez, Sandra María Ríos Giraldo, Johana Andrea Zuluaga, Mateo Cifuentes, José Villada, Germán Augusto Cruz, Cruz Elena Hernández, Diego Fernando López Briceño, Claudia Galeano, Erika Zapata Mejía, Claudia Maritza González Hurtado, Dayana Gómez Pañuela y Juan Augusto Ramírez González.
1.5 Todos esos poderes fueron otorgados de conformidad con el artículo 22 de los estatutos de la Caja de Compensación Familiar.
1.6 Por medio de documento denominado acta de cierre de poderes, la Superintendencia del Subsidio Familiar y Comfamiliar decidieron anularlos todos por las siguientes razones: a) poder otorgado antes de la convocatoria; b) poder otorgado con posterioridad a la fecha de presentación ante la notaría; c) empresa no afiliada; d) pago extemporáneo; e) poder mal diligenciado; f) poder repetido en la misma credencial; g) representación legal no coincide con la base de datos; h) sin fecha de autenticación por parte de la notaría; i) no representación personal y j) se verificó la existencia de una carta circular de febrero de este año, suscrita por el Presidente Ejecutivo de la Cámara de Comercio de Pereira, Dr. Mauricio Vega Lemus, en la cual manifestaba que “Con base en lo anterior, nos dirigimos a usted para que considere otorgarnos poder para representarle en la Asamblea General de COMFAMILIAR RISARALDA en la que se escogerán los integrales (sic) del Consejo Directivo”. 
Además, algunos de esos poderes fueron impresos en papelería de esa Cámara de Comercio, incluso fueron otorgados por personas no afiliadas y mediante comunicación del 9 de mayo el citado Presidente dio a conocer su voluntad de renunciar a su cargo en el Consejo Directivo Suplente en representación de los empleadores y a la sustitución de todos los poderes recibidos. Por tanto se configuró la infracción contemplada en el artículo 10 del Decreto 2463 de 1981 que consagra la inhabilidad de los miembros de los Consejos Directivos de las Cajas de Compensación, entre otros, para representar afiliados en asambleas generales. 
1.7 Dicha inhabilidad se aplicó de forma extensiva a las personas naturales que carecen de la calidad de Consejeros de la Caja de Compensación Familiar y que no actúan en nombre de la Cámara de Comercio. Además, los estatutos de la entidad no contienen prohibición alguna relativa a que un empleado de una empresa consejera de la Caja puede representar a otros afiliados. 
1.8 De modo que las entidades competentes se han debido limitar a analizar los requisitos taxativos del poder establecidos en el artículo 21 de los estatutos, en los cuales no se establecen las causales aducidas para anularlos, específicamente las que tienen que ver con los hechos de haber sido concedidos a empleados de la Cámara de Comercio y con papelería de esta. Tampoco constituye causal de anulación, la circunstancia de que el Presidente Ejecutivo de esa entidad hubiera invitado a participar en la asamblea de afiliados, pues todos los consejeros actuales de Comfamiliar hicieron público su interés de obtener apoyo de los empleadores. Así mismo desde el 11 de mayo de este año la Cámara de Comercio de Pereira dejó de pertenecer al Consejo Directivo de esa Caja de Compensación.
1.9 También fueron anulados poderes conferidos por empleadores en razón a que se encontraban en mora en los pagos de parafiscales, a pesar de que ello no era cierto; en otros casos, se aplicó igual sanción sin fundamento, como por ejemplo los mandatos entregados a Luisa Fernanda Higinio Casas quien no tiene vínculo con la Cámara de Comercio ni esos documentos fueron impresos en papelería de la misma; se argumentó que algunos poderes no fueron presentados por los representantes legales correspondientes, hecho que desmienten los respectivos certificados de existencia y representación, y que otros presentaban duplicidad a pesar de que fueron concedidos una sola vez. 
2. Consideran lesionados los derechos al debido proceso, la igualdad, la libertad de pensamiento y de asociación, a acceder a cargos y a elegir y a ser elegido. Para su protección, solicitan: a) validar los poderes irregularmente anulados y se permita a los apoderados llevar la representación de sus mandantes en la asamblea general de afiliados a celebrarse el 23 de mayo de este año y b) extender los eventuales efectos favorables de la decisión a todos los demás apoderados que se encuentran en igual situación. En subsidio, suspender la asamblea general y se fije nueva fecha para su realización, teniendo en cuenta todos los poderes válidos, pretensión que también pidieron como medida provisional. 

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 22 de mayo último se admitió la acción y se decretó la medida provisional solicitada. Con posterioridad, se dispuso comunicar la existencia del presente trámite a los terceros interesados, por un diario de amplia circulación departamental y se ordenó la vinculación de la Cámara de Comercio de Pereira y del Secretario General, la Secretaria Suplente de la Asamblea, el Auditor Interno, el Jefe de Sistemas, la Asistente de Desarrollo de Sistemas, el Líder de Mejoramiento Continuo, los Subauditores y Analistas de Comfamiliar y la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y el Profesional Especializado de la citada Superintendencia del Subsidio Familiar. 
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica Superintendencia del Subsidio Familiar indicó que en este caso la anulación de poderes obedeció a otras razones adicionales a las aludidas por los demandantes; no existe duda de que fue el Presidente de la Cámara de Comercio quien recolectó algunos de esos poderes, actuación para la cual se hallaba inhabilitado por hacer parte del Consejo Directivo de Comfamiliar, sin que su renuncia elimine por sí sola tal calidad, pues este acto debe ser aprobado por dicha Superintendencia, lo que a la fecha no se ha llevado a cabo, teniendo en cuenta la fecha en que fue presentada; otro de los motivos que llevaron a adoptar esa decisión tiene que ver con que el formato en que fueron presentados, contenía conceptos que vician el consentimiento del poderdante, tales como que con ese mandato se derogaban otros anteriores y que el apoderado queda facultado para sustituirlo, sin que el directo interesado pueda “ejercer su libre albedrío para su representación en la asamblea; que su voluntad está vedada porque tal facultad quedó de manera total y absoluta en la Cámara de Comercio”. Por eso, no es cierto que el hecho de que hayan sido conferidos en papelería de esa Cámara de Comercio constituya una de aquellas razones para anularlos; la circunstancia de haberse anulado tales poderes no limita el derecho a la participación de los empresarios hábiles, quienes pueden actuar en la asamblea de manera directa; los empleadores que presentan mora tienen la posibilidad de ponerse al día con sus obligaciones, “hasta última hora de la Asamblea” para poder asistir a la reunión, tal como lo hicieron las entidades mencionadas en la acción de amparo; negó lo afirmado, respecto de la apoderada Luisa Fernanda Higinio a quien sí se le aceptaron los poderes, salvo el de la empresa del señor Carlos Mario Salgado Cañas que se encuentra  desafiliada. De igual manera, se comprobó que los poderes entregados a la señora Andrea Rico Murillo presentan duplicidad.

Finalmente, señaló que la entidad que representa no ha vulnerado los derechos que se invocan y que como en este caso los demandantes tienen expedita la jurisdicción contenciosa administrativa como medio para dirimir la cuestión, la acción de tutela resulta improcedente por subsidiariedad.  
2.2 En similares términos se pronunciaron el Director Administrativo y los demás funcionarios vinculados de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda; el primero de ellos agregó que los recursos interpuestos contra el acta de cierre de poderes, que se anuncian en la tutela, fueron tramitados como derecho de petición ya que dichos medios de impugnación solo proceden contra actos administrativos. 

2.3 El representante suplente de la Cámara de Comercio de Pereira refirió que las entidades demandadas vulneran las garantías fundamentales de quienes legalmente tienen el derecho de participar en la asamblea general de afiliados de Comfamiliar, al invalidar poderes que fueron debidamente presentados.
2.4 Para coadyuvar los hechos y pretensiones de la demanda se manifestaron los representantes legales de las siguientes entidades:  Municipio de Pereira, Terminal de Transportes de Pereira SA, Aeropuerto Internacional Matecaña, Empresa de Acueducto y Alcantarillado SA ESP, Institutos de Movilidad, de Fomento y Promoción del Desarrollo Económico y Social de Pereira y de Cultura y Fomento al Turismo de Pereira, Empresa de Aseo, Diagnosticentro, de Red de Servicios Financieros SAS, Jaimar Soluciones Ambientales SAS, Fundación Nutriambiental, de Guiot Montoya y CIA, Compañía León SAS, Transportes La Florida SA, Edificio Quisqueya, Conjunto Residencial Urbanización Alegría de La Villa, Edificio Montebello, Ultracol SAS, Magique SAS, Paradigma Música SAS, Centro Integral de Salud IPS SAS, Comité Intergremial de Risaralda, A. Botero y CIA,  Botero González & CIA, Clínica Megacentro SAS, Quintero Asociados y CIA, Construcciones y Manufacturas Beyond SAS, Jaramillos y CIA, Unidad Residencial Villas del Mediterráneo,  Centro de Diagnóstico Automotor del Café SA, Indesap SAS, Puerta del Horno SAS,  Transportes Arabia Ltda, Tribunal de Ética Médica de Risaralda y Quindío, Dotacionees Jaspe SAS, Asociación del Usuario de Acueducto y Alcantarillado Comunitario de La Florida, Soluciones Gráfikas SAS,  Publiprint SAS, Federación Nacional de Comerciantes de Risaralda,  Asociación Nacional de Empresario de Colombia y Sociedad de Mejoras de Pereira.        
En iguales términos intervinieron los señores Olga Lucía Triana Salazar, Cristina Correa Palacio, Mónica Lucía Pinzón Díaz, Carlos Alberto Maya López, Martha Lucía Castillo Giraldo, Alejandra María Mejía Montes, Jorge Eliécer Trujillo Granada, Judith Estrada Díaz, Clara Eugenia Zapata, Aydeé Marín de Zapata, Jéssica Andrea Hernández Ossa, Andrés Felipe Guarín Valencia, Margarita Gómez, Santiago López Vega, Ana Milena Zapata Zapata, Alberto Botero Salazar, Sergio Mauricio Echeverri Rivera, Carlos Alberto Gómez Giraldo, Stiven Ayala Giraldo, Gilberanio Guiot Ronchaquira, Yuli Biviana Uribe Villegas, Abdiel Castaño Bardawil, Natalia Londoño, William Eduardo Sánchez Ovalle, Mauricio Alberto Ángel Villalobos, Carolina Trujillo y Jairo Enrique Arrubla Rendón.
3. Mediante sentencia de 23 de marzo último, el juzgado de primera sede decidió declarar improcedente el amparo.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia concerniente al carácter subsidiario de la acción de tutela y normas que regulan la verificación de los poderes otorgados para participar en asambleas, consideró que el acta de revisión de poderes no es un acto administrativo sino que hace parte de todo el proceso que se debe adelantar para llevar a cabo aquel acto, el cual inicia con la convocatoria y termina con la asamblea y es frente a esta última que procede la objeción de que trata el Decreto 1072 de 2015, trámite que se puede adelantar por cualquier persona que acredite interés legítimo y que se surte ante la Superintendencia. De igual manera, se puede solicitar la invalidez del acto en la misma asamblea. Por tanto no se cumple aquel requisito de la subsidiariedad ya que, además, si la reclamación ante dicha entidad administrativa resulta insatisfactoria se puede acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa.  

Tampoco es posible conceder el amparo como mecanismo transitorio, toda vez que no está demostrado el perjuicio irremediable que se alega, si se tiene en cuenta que los interesados sí han podido hacer uso de su derecho a participar en la asamblea general de afiliados, de forma directa.  

4. Inconforme con el fallo, el accionante Mauricio Osorio Castaño lo impugnó. Argumentó que en este caso la acción de amparo sí es procedente ya que las entidades demandadas lesionaron los derechos fundamentales de los afiliados, a quienes dejaron desprovistos de los medios ordinarios de defensa judicial; contrario a lo considerado por la funcionaria de primera instancia acerca de que el acto de cierre de poderes es de naturaleza particular y privado, dicha decisión fue adoptada por la Superintendencia del Subsidio Familiar, motivo este que impide solicitar la invalidez ante Comfamiliar; si bien es cierto, la anulación de los poderes no obstaculiza el derecho a asistir a la reunión, en este particular asunto la citada entidad pública dejó de notificar tal determinación a cada uno de los afectados, razón por la cual muchos de ellos desconocen esa situación y por ende tienen aún la convicción de que están debidamente representados ante la Caja de Compensación Familiar; no existe un procedimiento claramente establecido para denunciar la arbitrariedad cometida con la anulación de los poderes; finalmente indicó que la Superintendencia carecía de competencia para anular los poderes ya que de conformidad con el artículo 11 del Decreto 2463 de 1981 su atribución se limita a invalidar los votos correspondientes. 
Solicitó se revoque la sentencia y se acceda a las pretensiones de la tutela.
5. En esta sede, se volvió a pronunciar el impugnante para indicar que si bien en el fallo recurrido se planteó la posibilidad de solicitar la invalidez de la asamblea general en ese mismo acto, la apoderada de Frisby procedió a ello y solicitó la modificación del orden del día para que se incluyera lo relativo a la anulación de los poderes, petición que fue negada por la Presidencia de la Asamblea y que fue apoyada por la mayoría de los asistentes, a pesar de que dicha votación pudo ser diferente si se toma como referencia el número de poderes que fueron anulados.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Sea lo primero afirmar que los promotores de la acción y quienes luego comparecieron como coadyuvantes, se encuentran legitimados por activa para solicitar la protección de los derechos que dicen vulnerados por la anulación de los poderes que cada uno confirió, mas no respecto de los terceros a quienes pretenden se extiendan los efectos del fallo, pues no se alegó y menos se acreditó ostentar sobre estos alguna condición especial de representación, tal como a continuación se indicará.
De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 
De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación aceptable, para lo cual resulta menester acreditar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportar el respectivo poder para obrar y de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. 

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional
:

“En efecto, aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad
, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada
. 
 

Así las cosas, tanto la jurisprudencia constitucional, como las normas que regulan la materia, coinciden en señalar que la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) A través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso
.
…

Así las cosas, si en un caso no se llegare a cumplir con cualquiera de las condiciones antedichas, se configurará falta de legitimación en la causa…” 

En este caso, ni los demandantes ni los coadyuvantes afirmaron actuar en virtud de la agencia oficiosa o como representante de persona impedida para solicitar de forma directa la protección de sus derechos. Tampoco como sus apoderados, fin para el cual resultaba menester incorporar el mandato especial concedido para intervenir en este trámite así como su calidad de abogado, a lo que no se procedió.

Por tanto, carecen de legitimación en la causa para agenciar o representar los derechos de aquellas otras personas que, dicen,  también resultaron afectados con la citada anulación de poderes.

3. Corresponde a esta sala establecer en primer lugar si se cumple el requisito de subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, pues fue ese el fundamento que sirvió a la funcionaria de primera sede para declarar improcedente el amparo reclamado. Solo de responderse afirmativamente ese interrogante, se analizará si además se satisface el de la inmediatez; de verificarse este último, se determinará si las entidades demandadas vulneraron los derechos cuya protección se reclama. 
4. Una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros mecanismos judiciales, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable.

Por esa razón, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dice expresamente que la acción de tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

5. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la acción de tutela no procede para resolver controversias sobre decisiones adoptadas por órganos de decisión, como lo son las asambleas de copropietarios, socios o afiliados, ante la existencia de otros mecanismos de defensa judicial previstos en el ordenamiento jurídico y a los que debe acudir el afectado para lograrlo. Al respecto ha dicho esa Corporación
:

“A modo de ejemplo, en cuanto la improcedencia del amparo constitucional para cuestionar decisiones adoptadas por los órganos de dirección y administración de la propiedad horizontal, vale mencionar la sentencia T-126 de 2005. En esa oportunidad, la Corte examinó el caso de un copropietario que solicitaba la revocatoria de una multa impuesta por el consejo de administración de su edificio, pues entendió que aquella había sido proferida sin el respeto a su derecho al debido proceso. La Sala de Revisión respectiva declaró improcedente la acción de tutela, bajo el entendido de que el demandante,

“(…) además de contar con la posibilidad de adelantar un proceso verbal sumario para cuestionar la aplicación del Reglamento de propiedad horizontal por parte de los órganos administradores, tenía, de acuerdo con los artículos 62 y 49 de la Ley 675, la posibilidad de impugnar la multa por inasistencia dentro del mes siguiente a la fecha de la comunicación, (…) así como la posibilidad de impugnar, dentro de los dos meses siguientes a la publicación o comunicación de las respectivas actas, las decisiones mediante las que la Asamblea de Copropietarios negó la revocatoria de la multa.”

3.2. Así las cosas, en el asunto que ocupa a la Sala, los accionantes tenían otros mecanismos de defensa eficaces para cuestionar y censurar las decisiones que se tomaron en el seno de un órgano de dirección del Parque Comercial Ciudad de Cali I, específicamente aquellas contenidas en el acta No. 01 de octubre de dos mil diez (2010), que corresponde a una asamblea extraordinaria … Se advierte entonces, que los tutelantes pudieron haber participado en la asamblea general extraordinaria, y de esta forma expresar sus objeciones …, o si por alguna razón legal o estatutaria no pudieron asistir, tenían la posibilidad de impugnar el acta correspondiente dentro de los dos (2) meses siguientes a su publicación, mediante un proceso verbal sumario,
 siempre que entendieran que ésta no se ajustara al reglamento de propiedad horizontal o la ley.
 Asimismo, si las medidas temporales adoptadas por la asamblea general de copropietarios le causaron perjuicios económicos a los peticionarios, no es por la vía de tutela que pueden reclamarlos, sino mediante el ejercicio de las acciones correspondientes ante la justicia ordinaria. En consecuencia, la Sala observa que en este asunto existen mecanismos de defensa judicial ordinarios efectivos para censurar la aprobación de unas reformas físicas y el desplazamiento transitorio de los afectados a otro lugar.”
6. Está acreditado en el proceso que mediante acta de cierre de poderes, suscrito por representantes de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda y de la Superintendencia del Subsidio Familiar, se decidió anular 3.034 poderes por las siguientes razones: a) otorgados antes de la convocatoria; b) otorgados con posterioridad a la fecha de presentación ante la notaría; c) empresa no afiliada; d) pago extemporáneo; e) mal diligenciamiento; f) poder repetido en la misma credencial; g) representación legal no coincide con la base de datos y h) sin fecha de autenticación por parte de la notaría; i) no representación personal. Adicionalmente se comprobó que por parte del Presidente Ejecutivo de la Cámara de Comercio de Pereira, Dr. Mauricio Vega Lemus, manifestó públicamente la posibilidad de otorgarle a esa entidad poder para participar en la citada asamblea general, al punto que algunos de esos mandatos fueron impresos en papelería de la Cámara de Comercio. Lo que configura la inhabilidad contemplada en el artículo 10 del Decreto 2463 de 1981, relativa a que los miembros de los Consejos Directivos de las Cajas de Compensación, entre otras autoridades, están impedidos para representar afiliados en asambleas generales
.
Como ya se dijo, contra esa decisión los demandantes promovieron el amparo al considerar que con ella se vulneraron los derechos al debido proceso, la igualdad, la libertad de pensamiento y de asociación, a acceder a cargos y a elegir y a ser elegido, de quienes otorgaron esos mandatos.  

7. Según el numeral 8.5 del artículo 8º de los estatutos de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda las empresas, los empleadores, los miembros o afiliados de esa entidad pueden “objetar las decisiones de la Asamblea General ante la Superintendencia del Subsidio Familiar dentro del mes siguiente a la fecha de la reunión”.
 
Además, el numeral 8 del artículo 20 del Código General del Proceso otorga la competencia a los jueces civiles del circuito en primera instancia, para conocer de la “impugnación de actos de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas jurídicas sometidas al derecho privado, sin perjuicio de la competencia atribuida a las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales.” 

Y en el artículo 382 establece: “La demanda de impugnación de actos o decisiones de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas jurídicas de derecho privado, solo podrá proponerse, so pena de caducidad, dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha del acto respectivo y deberá dirigirse contra la entidad. Si se tratare de acuerdos o actos sujetos a registro, el término se contará desde la fecha de la inscripción.
En la demanda podrá pedirse la suspensión provisional de los efectos del acto impugnado por violación de las disposiciones invocadas por el solicitante, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado, su confrontación con las normas, el reglamento o los estatutos respectivos invocados como violados, o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. El demandante prestará caución en la cuantía que el juez señale…”
8. De esa manera las cosas, puede concluirse que los accionantes cuentan con otros medios para satisfacer las pretensiones que promueven por este especial. 
En efecto, pueden acudir a la Superintendencia del Subsidio Familiar para objetar las decisiones adoptadas en esa reunión o ante la justicia ordinaria civil a promover la respectiva demanda de impugnación de actos de asamblea.

Ese último medio, resulta idóneo para resolver lo relativo a la convocatoria a la asamblea general de afiliados ya que le permite a los interesados solicitar la suspensión provisional de los efectos de ese acto.
Asumir que en este caso procede la tutela, sería desconocer su característica ya enunciada de constituir un instrumento jurídico de  naturaleza subsidiaria, para convertirse en uno de protección alternativo o principal.

9. De otro lado, no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder la tutela de manera provisional. En efecto, no cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable; solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.

Al respecto ha enseñado la Corte Constitucional
: 

“13. Posteriormente, la Sentencia T-007 de 2010, volvió a pronunciarse sobre las peculiaridades que un perjuicio que alguien alegue haber padecido debe tener para ser considerado por esta Corporación como irremediable, remitiéndose a lo que en dicho fallo se  identifica como una línea jurisprudencial que viene de la Sentencia T-043 de 2007, exponiendo que:

“En lo relativo a los requisitos para la acreditación de la inminencia de perjuicio irremediable, también existe una doctrina constitucional consolidada, la cual prevé que para que resulte comprobado este requisito debe acreditarse en el caso concreto que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo o suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable (…) la evaluación de los requisitos anteriores en el caso concreto no corresponde a un simple escrutinio fáctico, sino que debe tener en cuenta las circunstancias particulares del interesado (...) Especialmente, deberá analizarse si el afectado pertenece a alguna de las categorías sujetas a la especial protección del Estado.  (…) tratándose de sujetos de especial protección, el concepto de perjuicio irremediable debe ser interpretado en forma mucho más amplia (…) es necesario atender las particularidades de la persona individualmente considerada, esto es, en el caso concreto”.
En este caso no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción ordinaria se pronuncia al respecto, porque ningún hecho se relató en la demanda que permita deducir circunstancia como esa; además, como ya se expresara, en la demanda que se promueva para impugnar el acta respectiva, puede pedirse su suspensión provisional.  

10. En su impugnación el actor adujo que las entidades accionadas omitieron notificar el acta de cierre de poderes a cada uno de los afectados. Sin embargo, ello dejó de ser alegado en el escrito de tutela y por tal motivo esta Sala se debe abstener de estudiarlo al constituir un hecho nuevo, respecto del cual, aquellas, no han tenido oportunidad de defenderse. Apreciar tal hecho en esta sede, lesionaría el derecho al debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional.
11. En síntesis, en razón a que cuentan los actores y demás coadyuvantes con otro mecanismo de defensa judicial y no se está frente a un perjuicio irremediable, el amparo solicitado resulta improcedente.

Como a la misma conclusión llegó la funcionaria de primera sede, se avalará la decisión que se revisa, pero se adicionará para declarar improcedente la solicitud elevada por los demandantes en interés de los terceros a quienes pretenden se extiendan los efectos del fallo, por falta de legitimación en la causa.
R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 5 de junio pasado, en la acción de tutela instaurada por los señores señor Mauricio Osorio Castaño, Rubén Darío Rojas Toro, Hugo Armando Forero Vásquez, Natalia Andrea Henao Restrepo, Andrea Rico Murillo, Juan Augusto Ramírez González, Pablo Rico Murillo, Carlos Alejandro Castellanos Noreña, Ana María Sánchez Aguirre, Sandra Milena Ríos Giraldo, Cruz Elena Hernández, Diego Fernando López Briceño, Claudia Maritza González Hurtado, Luisa Fernanda Higinio Casas, Natalia Delgado Henríquez, Alba Julieta López Botero, Ruby Naranjo Acevedo, Mauricio Osorio Castaño y Rodrigo Osorio Díaz contra la Superintendencia del Subsidio Familiar y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -COMFAMILIAR-, a la que fueron vinculados el Secretario General, la Secretaria Suplente de la Asamblea, el Auditor Interno, el Jefe de Sistemas, la Asistente de Desarrollo de Sistemas, el Líder de Mejoramiento Continuo, los Subauditores y Analistas, de esa última entidad, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y el Profesional Especializado de la citada Superintendencia y la Cámara de Comercio de Pereira, ADICIONÁNDOLA para declarar improcedente, por falta de legitimación en la causa, la pretensión elevada por los demandantes en interés de los terceros, para que se extiendan sobre ellos los efectos del fallo.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-31-03-001-2017-00053-01)
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sentencia T-787 de 2007, Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería, reiterada en sentencias T-882 de 2013, entre otras


� El artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, establece: “La acción podrá ser ejercida, sin ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de comunicación que se manifieste por escrito, para lo cual se gozará de franquicia. No será necesario actuar por medio de apoderado”. 


En caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa escribir o sea menor de edad, la acción podrá ser ejercida verbalmente. (…)”


� En este sentido, ver entre otras, las siguientes sentencias: T-978 de 2006, T-912 de 2006, T-542 de 2006, T-451 de 2006, T-451 de 2006, T-356 de 2006 y T-809 de 2003.


En la sentencia T-899 de 2001 esta Corporación afirmó que: “La exigencia de la legitimidad activa en la acción de tutela, no corresponde a un simple capricho del legislador, sino que obedece al verdadero significado que la Constitución de 1991 le ha dado al reconocimiento de la dignidad humana, en el sentido de que, no obstante las buenas intenciones de terceros, quien decide si pone en marcha los mecanismos para la defensa de sus propios intereses, es sólo la persona capaz para hacerlo”. 


� Al respecto, se pueden consultar las sentencias T-947 de 2006, T-798 de 2006, T-552 de 2006, T-492 de 2006, y T-531 de 2002.


� Sentencia T-711 de 2011


� Ibíd.


� Artículo 435 del Código de Procedimiento Civil, sobre el proceso verbal sumario. “ASUNTOS QUE COMPRENDE. Se tramitarán en única instancia por el procedimiento que regula este capítulo, los siguientes asuntos: || Parágrafo 1. EN CONSIDERACIÓN A SU NATURALEZA: || 1. Controversias sobre la propiedad horizontal de que tratan el artículo 7. de la Ley 182 de 1948 y los artículos 8. y 9. de la Ley 16 de 1985.” (Las Leyes 182 de 1948 y 16 de 1985 fueron derogadas por el artículo 87 de la Ley 675 de 2001, por medio de la cual se expide el régimen de propiedad horizontal). Las expresiones subrayadas fueron declaradas exequibles por la Corte Constitucional, mediante la sentencia C-382 de 1997 (MP. Jorge Arango Mejía).


� El artículo 49 de la Ley 675 de 2001, prescribe que los copropietarios están facultados para impugnar el acta que estimen contraria al reglamento interno o el ordenamiento jurídico, así: “IMPUGNACIÓN DE DECISIONES: El administrador, el Revisor Fiscal y los propietarios de bienes privados, podrán impugnar las decisiones de la asamblea general de propietarios, cuando no se ajusten a las prescripciones legales o al reglamento de la propiedad horizontal. || La impugnación sólo podrá intentarse dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de la comunicación o publicación de la respectiva acta. Será aplicable para efectos del presente artículo, el procedimiento consagrado en el artículo 194 del Código de Comercio o en las normas que lo modifiquen, adicionen o complementen. (…)”. Las expresiones subrayadas fueron declaradas exequibles por la sentencia C-318 de 2002 (MP. Alfredo Beltrán Sierra), bajo el entendido de que “(…) los moradores no propietarios de inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal podrán ejercer ante las autoridades internas del mismo el derecho de petición, así como el de ser oídos en las decisiones que puedan afectarlos, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta sentencia.”  


� Folios 927 a 929 cuaderno No. 1


� Ver estatutos que obran a folio 930 del cuaderno No. 1


� Sentencia T-572 de 2016
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